
Ha llegado la hora de la verdad. Si de

verdad queremos impulsar la

Administración electrónica y utilizar

las nuevas tecnologías para que los

ciudadanos reciban unos servicios

públicos de calidad, no hay más

tiempo que perder.

En los últimos años, todas las

administraciones hemos realizado

muchos esfuerzos para hacer reali-

dad la Sociedad de la Información en

distintas áreas. Pero esos proyectos, a

menudo, han sido descoordinados e

inconexos. Además, carecemos de un

marco legal adecuado al ÁMBITO del

que hablamos, que piense más en el

ciudadano que en las estructuras,

que se centre en los resultados y no

sólo en los medios para lograrlos.

Por eso, recientemente el Consejo

de Ministros ha aprobado el marco

normativo que consideramos ade-

cuado para el lanzamiento definitivo

de la Administración Electrónica en

España. Se trata de una norma que

establece derechos para los ciudada-

nos y, para garantizarlos, obligacio-

nes para las Administraciones

Públicas. Me refiero al proyecto de

Ley para el Acceso Electrónico de los

Ciudadanos a las Administraciones

Públicas, actualmente en  tramita-

ción parlamentaria.

La futura ley pretende integrar

todos los esfuerzos para un desarro-

llo coherente de la Administración

Electrónica y para un impulso decisi-

vo a la implantación de la Sociedad

de la Información en España.

Además, tiene como principio funda-

mental pasar del "podrán" al "debe-

rán" prestarse los servicios electróni-

camente, por parte de todas las

Administraciones Públicas.

Respecto a los objetivos, un primer

elemento a resaltar es que esta no es

una Ley

Técnica ni destinada a los técni-

cos. Esta no es una norma sobre

informática ni está dirigida a los

informáticos. Al menos, no priorita-

riamente.

Evidentemente, presenta los inevi-

tables contenidos técnicos, pero de

su mera lectura se deduce que es una

Ley que está dirigida principalmente

a los ciudadanos, a sus demandas y

necesidades, y que, por lo tanto, está

también dirigida a las

Administraciones como organizacio-

nes públicas cuya misión, precisa-

mente, consiste en atender y satisfa-

cer esas demandas y necesidades.

Esta característica es, además, con-

gruente con la dinámica política,

social y económica propia del des-

arrollo de la Sociedad de la

Información, que ha convertido el

uso de las técnicas electrónicas en

un elemento común e indispensable

de todas las áreas de actividad, supe-

rando la etapa en que estaba restrin-

gido a los expertos.

Creo que este rasgo es notorio

desde el primer artículo, en el que se

opinión >>>>>>

BOLETIC diciembre 2006 www. astic.es8

Jordi Sevilla
Ministro de Administraciones Públicas

[ Hacia una nueva
Administración ]
La nueva Ley para el Acceso Electrónico de los Ciudadanos a las Administraciones Públicas
pretende garantizar que cualquier ciudadano pueda realizar todos los trámites de la
Administración Pública de forma íntegramente on line, y que ésta pueda resolverlos a su
vez por Internet, por vía telefónica o mediante otros medios como la televisión digital. A la
vez, la nueva norma también perseguirá lograr la interoperabilidad entre los sistemas de
las distintas administraciones. Jordi Sevilla, Ministro de Administraciones Públicas, da a
Boletic su punto de vista sobre lo que supone esta Nueva Ley.



señala que el objeto de la Ley es reco-

nocer el derecho de los ciudadanos a

relacionarse con las

Administraciones Públicas por

medios electrónicos, un principio

que impregna la totalidad del texto.

Y las consecuencias de este enfo-

que son, a mi entender, verdadera-

mente revolucionarias, porque se

puede afirmar que obligará a una

revolución de las estructuras de las

administraciones.

Hasta hoy, como decía anterior-

mente, en el sector público hemos

planificado y desarrollado el uso de

medios electrónicos en la actividad

pública conforme a nuestras propias

previsiones y prioridades, colocando

algunos servicios telemáticos al

alcance del ciudadano. Y, curiosa-

mente, siempre empezando por los

que nos permiten facilitar la labor

recaudatoria. Esta situación, que

puede resultar cómoda para la

Administración, es insostenible y

profundamente errónea en la actua-

lidad.

Por eso, la Ley introduce un cam-

bio profundo, haciendo que todos los

servicios públicos deban estar dispo-

nibles para que los ciudadanos acce-

dan a ellos por medios electrónicos,

una obligación que constituye tam-

bién una oportunidad para que las

Administraciones Públicas den un

salto cualitativo y sin vuelta atrás a

la modernidad. Con ello, se converti-

rán en  locomotoras del cambio

social, económico y cultural que

implica la Sociedad de la

Información.

Es decir, esta no es una Ley "de la

Administración", pero sí afecta pro-

fundamente a las Administraciones

Públicas, precisamente porque son

las encargadas de prestar esos servi-

cios, lo cual anticipará cambios -que

son en todo caso inevitables por

imperativo del entorno social, econó-

mico y político- en su estructura, en

su funcionamiento y en la misma

esencia de la llamada "cultura buro-

crática".

En el modelo que queremos pro-

mover, la creación de canales para

permitir la relación electrónica de los

ciudadanos con la Administración

deja de ser un servicio colateral, para

convertirse en un servicio central

que deben proporcionar las

Administraciones a los ciudadanos, a

todos los ciudadanos y para todos los

procedimientos.

Es cierto que en este modelo las

Administraciones tienen que cam-

biar su forma de

trabajar, tienen que adaptarse a

los requerimientos de los ciudada-

nos, pero lo tienen que hacer de la

misma manera que lo hace cualquier

empresa que presta servicio a usua-

rios, ni más ni menos.

Pese al tamaño del empeño, quiero

señalar que el texto aprobado por el

Gobierno es razonable y razonado,

guiado por el objetivo de habilitar a

las Administraciones a hacer cosas

que en la actualidad se ven obstacu-

lizadas por un ordenamiento jurídico

no adaptado a una realidad tecnoló-

gica que ha evolucionado en los últi-

mos años con una celeridad sorpren-

dente.

Cuando esta ley entre en vigor, nos

quedará aún lo más difícil: hacerla

realidad. Estoy seguro de que con la

cooperación de todos y con los ciuda-

danos en el objetivo, seremos capa-

ces. p
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